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Bogotá D.C., 24 de mayo de 2023 

 

Doctor 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Juez Tercero Administrativo del Circuito - Sección Primera 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Carrera 57 No. 43 – 91, sede judicial de “El C.A.N.” 

Bogotá D.C. 

Vía email  

 

           Referencia: 

 

Radicación No: 11001-3334-003-2022-00455-00 

Demandante:  JONATHAN VILLA OSORIO 

Demandado:  Bogotá, Distrito Capital – Secretaría Distrital de 

Movilidad. 

Medio de 

control: 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Asunto: Contestación de la demanda 

 

EDINSON ZAMBRANO MARTÍNEZ, abogado, mayor de edad y vecino de esta ciudad, 

identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, actuando en calidad de 

apoderado judicial de BOGOTÁ, DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD; de conformidad al poder conferido por María Isabel Hernández Pabón en 

su calidad de Directora de Representación Judicial de esta entidad, de manera atenta 

y encontrándome dentro del término, me permito presentar a su Despacho, 

contestación a la demanda de la referencia, dentro del término legal y de acuerdo con 

los siguientes fundamentos: 

 

I. A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

En el libelo de la demanda, la parte accionante plantea las siguientes pretensiones para 

el medio de control de la referencia: 
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“PRIMERA: Que se declare la nulidad de la Resolución No. 906 del 20 de abril 
de 2021 “Por medio del cual se declara como contraventor de la infracción D-12 
al señor JONATHAN VILLA OSORIO”, expedido por la SECRETARÍA 
DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ - SUBDIRECCIÓN DE 
CONTRAVENCIONES, dentro del expediente No. 906, por cuanto el mismo fue 
expedido con infracción de las normas en que debía fundarse, con 
desconocimiento del derecho al debido proceso y de defensa; y, además, 
adolece de falsa motivación y, en general, por cualquier otra causa que se 
encuentre probada en el proceso. 
 
SEGUNDA: Que se declare la nulidad de Resolución No. 661-02 del 25 de marzo 
de 2022 “Por medio de la cual se resuelve el recurso de apelación dentro del 
expediente No. 906 del 2020”, expedida por el Director de Investigaciones 
Administrativas de Tránsito y Transporte de la SECRETARÍA DISTRITAL DE 
MOVILIDAD DE BOGOTÁ, por cuanto el mismo fue expedido con infracción de 
las normas en que debía fundarse, con desconocimiento del derecho al debido 
proceso y de defensa; y, además, adolece de falsa motivación y, en general, por 
cualquier otra causa que se encuentre probada en el proceso. 
 
TERCERA: Que a título de restablecimiento de derecho se ordene a BOGOTÁ 
DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ 
dejar sin efectos el acto administrativo Resolución No. 906 del 20 de abril de 
2021 “Por medio del cual se declara como contraventor de la infracción D-12 al 
señor JONATHAN VILLA OSORIO” y Resolución No. 661-02 del 25 de marzo de 
2022 “Por medio de la cual se resuelve el recurso de apelación dentro del 
expediente No. 906 del 2020”.  
 
CUARTA: Que a título de restablecimiento de derecho se ordene a BOGOTÁ 
DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ 
eliminar o cancelar la sanción impuesta a JONATHAN VILLA OSORIO en el 
Registro Único Nacional de Tránsito y de por terminado el proceso de cobro 
coactivo de haberse iniciado. 
 
QUINTA: Como consecuencia de la pretensión anterior, se condene a BOGOTÁ 
DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ 
a restituir al señor JONATHAN VILLA OSORIO el pago realizado por concepto 
de grúa y parqueaderos, lo cual corresponde a la suma de QUINIENTOS OCHO 
MIL DOSCIENTOS PESOS ($508.200 M/CTE). 
 
SEXTA: Que se condene a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA 
DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ a pagar a JONATHAN VILLA 
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OSORIO el valor de la indexación causada sobre la suma que corresponda a la 
pretensión anterior, hasta la fecha de la presentación de la demanda y desde 
esta fecha hasta que se verifique el pago total. 
 
SÉPTIMA: Que se ordene a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA 
DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ a dar cumplimiento a la sentencia en 
los términos del artículo 192 inciso segundo y tercero del CPACA. 
 
OCTAVA: Que se condene a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA 
DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ al pago de las costas, incluidas las 
agencias en derecho y demás emolumentos que se causen en el proceso.” 
 

De manera respetuosa manifiesto a la señora juez que me opongo a todas y cada una 

de las pretensiones del medio de control de la referencia, de conformidad a que no 

están demostrados los cargos de nulidad que infundadamente pregona la parte 

accionante en su escrito, pues, se incurre en ostensibles imprecisiones, las cuales 

tienen como objeto reclamar la nulidad de los actos, basándose en conjeturas que no 

resisten el rigor de la carga de la prueba impuesta en virtud de lo normado en el artículo 

167 de la Ley 1564 de 2012, así como que no se logra desvirtuar la presunción de 

legalidad de que trata el artículo 88 de la Ley 14387 de 2011.  

 

II. A LOS HECHOS. 

 

Al hecho primero: Es cierto, se encuentra debidamente probado dentro del expediente 

número 906 de 2021.  

Al hecho segundo: Es cierto. 

 

Al hecho tercero:  Es cierto.  

 

Al hecho cuarto:  Es cierto.  

 

Al hecho quinto: Es cierto, al haberse comprobado que el accionante incurrió en la 

conducta descrita como D12 por la Ley 769 de 2002, fue declarado contraventor de las 

normas de tránsito.  

 

Al hecho sexto: Es cierto. 
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III. FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

 

3.1. EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

3.1.1. A LOS CARGOS DE NULIDAD.  

 

La supuesta inconstitucionalidad / ilegalidad de los actos administrativos demandados, 

se constituye precisamente en el objeto mismo de las pretensiones de la demanda. En 

tal sentido, otorgar las mismas, bajo el sustento de la supuesta ocurrencia de dichas 

argumentaciones, correspondería a reconocer anticipadamente tal situación, sin haber 

sido demostrados dentro del devenir del medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho que nos ocupa. Lo anterior llevaría al detrimento del principio de presunción 

de legalidad de que goza todo acto administrativo, a menos que el juez contencioso 

declare, mediante sentencia y luego de un debido proceso lo contrario. Así las cosas, y 

en relación con el precitado principio, la Honorable Corte Constitucional ha esgrimido: 

 

“(…) El acto administrativo definido como la manifestación de la voluntad de la 

administración, tendiente a producir efectos jurídicos ya sea creando, 

modificando o extinguiendo derechos para los administrados o en contra de 

éstos, tiene como presupuestos esenciales su sujeción al orden jurídico y el 

respeto por las garantías y derechos de los administrados. 

 

Como expresión del poder estatal y como garantía para los administrados, en el 

marco del Estado de Derecho, se exige que el acto administrativo esté conforme 

no sólo a las normas de carácter constitucional sino con aquellas 

jerárquicamente inferiores a ésta. Este es el principio de legalidad, 

fundamento de las actuaciones administrativas, a través del cual se le 

garantiza a los administrados que en ejercicio de sus potestades, la 

administración actúa dentro de los parámetros fijados por el Constituyente 

y por el legislador, razón que hace obligatorio el acto desde su expedición, 

pues se presume su legalidad. 

 

Presunción de legalidad que encuentra su contrapeso en el control que sobre él 

puede efectuar la jurisdicción. Así, la confrontación del acto con el ordenamiento 
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jurídico, a efectos de determinar su correspondencia con éste, tanto por los 

aspectos formales como por los sustanciales, la ejerce, entre nosotros, el juez 

contencioso, que como órgano diverso a aquel que profirió el acto, posee la 

competencia, la imparcialidad y la coerción para analizar la conducta de la 

administración y resolver con efectos vinculantes sobre la misma. Esta 

intervención de la jurisdicción, permite apoyar o desvirtuar la presunción de 

legalidad que sobre el acto administrativo recae, a través de las acciones 

concebidas para el efecto, que permiten declarar la nulidad del acto (…)”1 

(Subrayado y negrilla ajenos al texto original)  

 

De conformidad con lo señalado por la Honorable Corte Constitucional, el principio de 

legalidad se presume en todo acto de la administración, presunción que se desvirtúa 

acudiendo a la Jurisdicción Contenciosa, en donde el accionante tiene la carga de la 

prueba de las ilegalidades, las cuales deben declararse mediante sentencia por el juez, 

así las cosas, pretensiones sin la contradicción de dichos argumentos durante el 

procedimiento establecido para el medio de control de la nulidad y restablecimiento del 

derecho, equivaldría a presumir la ilegalidad de los actos administrativos, cuando lo que 

demanda el ordenamiento jurídico es precisamente lo contrario. 

 

3.1.2. Desarrollo del proceso administrativo.  

 

En atención al asunto de la referencia mediante el cual el ciudadano Álvaro de Jesús 

Orozco Linares, señala que se le vulneraron sus derechos fundamentales por la 

imposición de una orden de comparendo y respecto al procedimiento contravencional 

surtido, me permito señalar:  

 

Al accionante le fue notificada la orden de comparendo de la referencia, por la presunta 

comisión de la infracción codificada como D12, el cual prevé. “Conducir un vehículo sin 

la autorización, o destinarlo a un servicio diferente de la licencia de Transito” 

 

1 Sentencia C-1436 del 25 de octubre de 2000. Corte Constitucional, Magistrado Ponente Alfredo Beltrán Sierra. 
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Que de la misma fue enterado el señor Camacho tal y como lo prevé el artículo 135 

C.N.T.T.  

 

En el primer punto (insuficiencia de elementos necesarios para tener certeza de la 

infracción), la defensa sugirió que la autoridad de tránsito no contaba con certeza para 

declarar la responsabilidad contravencional del investigado puesto que no existe una 

prueba que acredite la existencia de una contraprestación económica, elemento 

principal del servicio público de transporte frente al cual la única prueba que hace 

alusión es la declaración del policía de tránsito que notificó la orden de comparecencia 

sin ser esto suficiente, pues se trata de una prueba indirecta y que no conduce a la 

convicción de dicho pago, contrario a documentos como un comprobante de pago o 

una verificación visual del intercambio de dinero, respecto de lo cual, el uniformado fue 

claro en sostener que no evidenció pago alguno. Adicionalmente, el abogado sugirió 

que los elementos de la infracción no pueden ser exclusivamente los descritos en el 

literal D.12 del artículo 131 de la Ley 769 de 2002; en su lugar, también deben 

considerarse los elementos del transporte público, de acuerdo al Decreto 1079 de 2015, 

toda vez que es esa la conducta de la cual se acusa al inculpado, y agregó que la 

autoridad sugirió con ligereza que contaba con varios elementos que le permitían tener 

certeza de la infracción, cuando la única prueba fue la testimonial del policía.  

 

En el eje fallas protuberantes en el procedimiento de policía, el abogado de la defensa 

expuso que dentro de la actuación contravencional adelantada por el policía de tránsito 

existieron irregularidades, como el diligenciamiento incompleto de algunas de las 

casillas de la orden de comparendo, lo cual que considera violatorio del Manual de 

Infracciones de Tránsito incorporado en la Resolución 3027 de 2010; por tal motivo, 

solicitó declarar la invalidez del acto creador de la investigación, por tener errores en 

su diligenciamiento. Aunado a esto, sostuvo que el policía de tránsito quiso equiparar 

la recolección de información de los pasajeros a una conversación natural y 

espontánea, pero las preguntas que realizó demuestran una actitud hostil hacia el 

inculpado y su pasajero, ejerciendo presión injustificada y violatoria de las garantías 

fundamentales. 

 

Para la defensa, la autoridad no tuvo en cuenta lo señalado por el investigado en su 

versión libre, no obstante haber expresado en ella que no había recibido pago alguno 

por parte de sus acompañantes, que el agente les realizó preguntas cuando el 
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procedimiento de tránsito no la faculta para ello, que este le dio un trato hostil en la 

imposición del comparendo, que varios servidores habían intervenido en los hechos, 

desdibujando la certeza de la observación de la infracción y existían varias 

irregularidades en el diligenciamiento de la orden de comparendo. A pesar de lo 

descrito, el operador jurídico solo le dio credibilidad a la narración del policía de tránsito 

y que el comparendo había sido suscrito bajo la gravedad del juramento, por ello, no 

se detuvo a estudiar esta narración. 

 

Sobre el punto restante, juicio anticipado de responsabilidad, para la parte 

impugnante, el despacho no consideró de forma adecuada sus reparos sobre el hecho 

de que el funcionario de tránsito inmovilizó el automóvil a pesar de que, por ser la 

autoridad operativa, no tenía potestad para imponer sanciones administrativas, 

vulnerando de ese modo el debido proceso del investigado. Al mismo tiempo, sostuvo 

que no estaba de acuerdo con la calificación que de la inmovilización como una 

medida preventiva realizó la primera instancia, y sugirió que el ejercicio de esas 

acciones debe estar dirigido a la protección de derechos fundamentales como la vida 

y la integridad personal, pero la imposición de la inmovilización sin que medie 

declaración administrativa es una acción que limita de manera innecesaria y 

desproporcionada el derecho de locomoción del presunto infractor.  

 

Finalmente, afirmó que sus alegaciones de conclusión no fueron estudiados a plenitud 

por la primera instancia y por ello se profirió una declaratoria de responsabilidad sin 

los elementos de prueba necesarios, por todo ello, la parte impugnante solicitó la 

revocatoria de la decisión de primera instancia y, en su lugar, se resolviera absolver 

al investigado.  

El profesor REYES ECHANDÍA estableció la estructura del tipo que aplica a las 

distintas áreas del derecho sancionatorio o punitivo como lo es en materia de tránsito, 

El autor señala que dicha estructura cuenta con los elementos de sujetos, conducta 

y objeto. Dentro de los sujetos encontramos al activo, entendiéndolo como el autor 

de la conducta y el pasivo como aquel afectado por la actuación proscrita. La 

conducta compuesta a su vez por el verbo rector (acción u omisión realizada por el 

autor) y el modelo descriptivo, consistente en todas las circunstancias (espaciales, 

temporales, modales y su finalidad) de la infracción, Finalmente, el objeto 

corresponde al valor que la norma busca proteger. 
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Hechas estas precisiones se debe aterrizar el estudio en la norma jurídica de 

imputación que establece expresamente los elementos de la infracción, el artículo 

131 Literal D Inciso D12, de la Ley 769 de 2002 modificado por el artículo 21 literal 

D. 12 de la Ley 1383 de 2010, es claro, contiene los siguientes elementos del tipo 

que se encuentran demostrados, así: 

3.1. Sujetos: 

3.1.1.1. Activo: infracciones en las que incurre el CONDUCTOR y/o propietario, 

La autoridad acreditó este elemento con fundamento en la declaración del policial 

que notificó la orden de comparecencia, quien ratificándose de la información 

registrada en ese documento refirió que en ejercicio de sus funciones ordena el cese 

de la marcha del vehículo procediendo a requerir la documentación pertinente e 

identificar al conductor del mismo,  

 

Pasivo: La sociedad, representada por la administración, encargada de vigilar y 

controlar el tráfico y transporte de la ciudadanía. 

 

El sujeto pasivo fue definido por el legislador al establecer el sistema de autorización 

del servicio para delimitar el ejercicio de la libre circulación dentro de la intervención y 

reglamentación de las autoridades para el goce de él en condiciones de seguridad y 

comodidad. 

3.1.2. Conducta: 

3.1.2,1. Verbo rector: Conducir un vehículo 

3.1.2.2.2. Modelo descriptivo: 

3.1.2.2.1. Circunstancia de modo: que, sin la debida autorización, 

3.1.2.2.2. Circunstancia de finalidad: se destine a un servicio diferente de 

aquel para el cual tiene licencia de tránsito. 

Verbo rector y modelo descriptivo: 

Se observa que la autoridad de primera instancia encontró demostrado este elemento 

con las afirmaciones del policial el cual señaló que el conductor se dirigía  acompañado 

de la persona identificada en la casilla de observaciones de la orden de comparendo, 
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quien manifestó de manera libre y voluntariamente no conocer al conductor ni tener 

parentesco con él, además de estar cancelando un servicio que adquirió mediante 

aplicación, la cual exhibió voluntariamente en su equipo móvil, donde se observa el 

recorrido, el valor y los datos del conductor, desnaturalizando así el servicio autorizado 

a dicho rodante. 

 

Encontró entonces la autoridad que el pasajero no tenía ningún vínculo de familiaridad 

o amistad con el conductor, quien le estaba prestando el servicio de transporte 

adquirido mediante la aplicación, un servicio de intermediación de transporte en la que 

usuarios y socios establecen un destino y un valor a pagar por el transporte hacia dicho 

lugar. 

 

Por su parte, el recurrente, sin presentar prueba que indique certeza de la versión de 

los hechos, informa que fue detenido por un agente de tránsito que le solicitó 

documentos, le realizo una serie de preguntas y posteriormente le notificó la orden de 

comparendo por transporte ilegal, reservándose el derecho de informar quienes eran 

sus acompañantes. 

 

Ahora bien, hay que hacer hincapié en el hecho de que en ningún momento dentro de 

la actuación la defensa presentó autorización expedida por autoridad competente al 

vehículo de marras para prestar un servicio diferente al autorizado en la Licencia de 

Tránsito, con ocasión del orden público o cualquier otra circunstancia. 

Para dar alcance al tipo de Vehículo el día de los hechos, en la página web del RUNT 

(Registro Único Nacional de Transito), se especifican las características del vehículo 

encartado, dentro de las cuales no está autorizado para la prestación del servicio 

público de transporte individual.  

 

De lo expuesto, se concluyó que el vehículo con el que se prestó el servicio solo está 

autorizado para prestar el servicio "particular” y no público3 

 

Objeto: El bien jurídico que defiende la infracción D12 corresponde al ejercicio del 

derecho de libertad de locomoción y tránsito dentro de los límites establecidos por el 

legislador, también la prestación del servicio de transporte de pasajeros, de acuerdo a 

las necesidades de la ciudadanía y las precepciones legales aplicables al ser una 

actividad vigilada por el Estado. 
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La diligencia de versión libre se encuentra establecida para que el presunto infractor, 

libre de cualquier forma de apremio o coerción, conforme lo establecido en el artículo 

33 de la Constitución Política presente un relato de los hechos y su participación en 

estos, constituyéndose así en un medio de defensa a través del cual se pretende 

explicar las circunstancias que rodearon los sucesos y la conducta que es objeto de 

investigación, y no en un elemento probatorio4, por lo cual no puede ser considerado 

como tal ni primar sobre los medios probatorios obrantes en la actuación administrativa. 

 

Ahora bien, considerando la naturaleza sancionatoria de la presente actuación, si bien 

corresponde al Estado, en ejercicio de sus facultades jurídicas y administrativas, 

desvirtuar la presunción de inocencia que ampara al investigado, el instituto de la 

carga dinámica de la prueba, entendido como el deber que recae en aquel sujeto 

procesal con mejores condiciones técnicas, profesionales o fácticas, sin distingo de 

su posición, de aportar las pruebas que acrediten su dicho, conlleva que corresponde 

a la parte interesada demostrar sus afirmaciones. De contera, corresponde a la parte 

investigada dentro de un proceso sancionatorio, allegar el material probatorio que 

acredite sus argumentos eximentes de responsabilidad, sobre todo cuando en el 

plenario reposa prueba que acredita la configuración de la infracción atribuida al 

impugnante, consistente en la declaración juramentada de la policía de tránsito que 

elaboró la orden de comparendo objeto de controversia.  

 

Concordante con lo anterior, cabe señalar que la versión libre, por sí misma, no es 

suficiente para acreditar hecho alguno, en su lugar, serán los medios de prueba 

allegados al expediente los que sirvan para ese fin. Entonces, teniendo en cuenta que 

las manifestaciones del investigado eran un mecanismo de defensa, la parte estuvo 

en la posibilidad de aportar elementos de prueba que acreditaran esta situación, sin 

embargo, se abstuvo de aportar cualquier medio de prueba que conduzca a la 

autoridad a la convicción, o al menos a la sospecha, de que el conductor no recibió 

remuneración alguna por transportar a su acompañante, que fue tratado de forma 

hostil y desproporcionada, que la cantidad de miembros del control de policía fue tal 

que pudieron confundirse los hechos o que fue víctima de alguna irregularidad para 

inculparlo de una conducta que no cometió, tal como parecieran revelar sus 

manifestaciones. Esto, claro, no quiere decir que la defensa no pueda adoptar una 

actitud pasiva en materia probatoria, postura constitucionalmente aceptada, sino que 



 

Secretaría Distrital de Movilidad 
Calle 13 # 37 - 35 
Teléfono: (1) 364 9400 
www.movilidadbogota.gov.co 
Información: Línea 195 

  

  

  

al hacerlo deja al arbitrio de la autoridad administrativa la decisión sobre las pruebas 

a practicar con el fin de comprobar los elementos de la infracción; así, la primera 

instancia no juzgó necesario recaudar más elementos de prueba respecto de estos 

hechos, pues los ya escuchados presentaban los suficientes elementos de convicción. 

 

Al revisar la actuación, se encuentra que la prueba de cargo consistió principalmente 

en la declaración de la patrullera que elaboró el comparendo impugnado, de la cual 

se pudo concluir que el día de los hechos en Investigación el inculpado ejerció la 

conducción del rodante encartado mientras prestaba servicio de transporte a cambio 

de una retribución en dinero, prueba que fue solicitada por el impugnante y decretada 

en auto contra el cual procedía recurso de reposición, conforme al artículo 142 de la 

Ley 769 de 2002, recurso del cual no hizo uso la defensa, pues su solicitud fue 

concedida, siendo practicado tal testimonio en audiencia pública en la cual intervino 

la defensa contrainterrogando al testigo. Conforme lo expuesto, la policía de tránsito 

ratificó ante la autoridad de primera instancia que el día de los hechos y de acuerdo 

con las manifestaciones del pasajero del conductor, pudo establecer que el 

investigado se encontraba transportando personas a cambio de una retribución, 

incurriendo así en transporte informal de pasajeros; de esta manera, la intervención 

de la funcionaria en los hechos fue directa, puesto que evidenció y verificó 

personalmente los elementos de la conducta, en especial la forma como el investigado 

desnaturalizó el servicio autorizado al vehículo de la referencia, siendo esta la 

circunstancia de modo que categóricamente establece el tipo contravencional. 

 

Como se expuso en el acápite anterior, el supuesto fáctico de la infracción 

corresponde a un ciudadano (sujeto activo) que conduzca su vehículo (verbo rector) 

cambiando el servicio de éste (circunstancia de finalidad) sin estar autorizado para 

ello (circunstancia de modo), De esta manera, debe dejarse sentado que la 

investigación no versa sobre la determinación de los elementos de un servicio de 

transporte público, o de un contrato de transporte o una contraprestación, sino sobre 

la desnaturalización del servicio permitido al vehículo que conducía el accionante. 

Por lo anterior, es de anotar que todos los elementos indicados anteriormente, per se, 

no se erigen como elementos del tipo contravencional que deban ser tema de prueba 

dentro de la investigación sino que estos hechos permiten determinar la ausencia de 

autorización de un vehículo particular para prestar un servicio diferente a este, así, para 
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el caso en concreto, la desnaturalización del servicio se logró determinar gracias a la 

declaración del agente de tránsito al encontrar, que existió un acuerdo entre el 

conductor y las personas identificadas en la casilla 17 del comparendo, donde el 

primero transportó a las segundas a cambio de una contraprestación en dinero 

 

En este orden de ideas, no se puede entender, como lo hace la defensa, que la 

autoridad debiera comprobar la existencia de un servicio de transporte con el 

cumplimiento de sus requisitos legales. Así, bajo un supuesto vilo de legalidad, 

pretende someter a la administración a probar la tipicidad de una conducta proscrita 

con la demostración de la prestación del transporte público con el lleno de requisitos 

legales, situación que carece de toda lógica, más aún cuando la descripción típica de 

la infracción es clara y el mero cambio de servicio es suficiente para incurrir en la 

conducta endilgada.  

 

En consonancia la uniformada verificó personalmente la comisión de la infracción 

imputada, cuya circunstancia modal es la «ausencia de autorización» para prestar un 

servicio diferente al permitido en la licencia de tránsito, la cual fue examinada tanto por 

la primera como la segunda instancia, llegando a la conclusión que dicho requisito se 

cumplió en el caso de marras, contrario a como lo sostuvo la defensa. En efecto, las 

características que rodean el relato de los hechos dado por dicha servidora 

corresponden a un testimonio directo, en la medida que fue ella quien verificó 

personalmente los elementos que integran la falta a las normas de tránsito codificada 

como D. 12 en el articulo 131 de la Ley 769 de 2002 modificado por el artículo 21 de la 

Ley 1383 de 2010 imputada al recurrente, tal y como se ha venido exponiendo. 

 

El testimonio, cómo el practicado a la funcionaria de policía, es un medio de prueba 

conducente para demostrar la comisión de la infracción que aquí se estudia, pues el 

legislador, a efectos de probar los elementos de la infracción codificada como D.12, no 

estableció una tarifa legal probatoria para ello; en otras palabras, se puede hacer uso 

de cualquier medio de prueba establecido en el artículo 165 del CGP, para determinar 

la existencia de los elementos que configuran la infracción. Este elemento, de acuerdo 

con el citado artículo 165, es un medio de prueba independiente y autónomo de los 

demás caudales probatorios consagrados por el legislador, por lo que no requiere de 

otros elementos de prueba que acrediten su validez y veracidad, pudiendo probar por 

sí solo las circunstancias modales de la infracción, por lo que no amerita restarle fuerza 
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probatoria exigiendo otros compendios probatorios, menos aun cuando la defensa no 

presentó ni solicitó algún remedio de prueba que condujera a otra versión de los 

hechos. 

 

En efecto, las Características que rodean el relato de dicha uniformada, corresponden 

a un testimonio directo de la situación fáctica evidenciada, en la medida que fue ella 

quien personalmente y en ejercicio de sus funciones, verificó los elementos de la 

infracción codificada como D. 12 en la Ley 769 de 2002, por lo que no existe duda 

alguna de que el testimonio rendido por la referida funcionaria no se enmarca en el 

denominado «testimonio de oídas», caracterizado por no erigirse sobre el conocimiento 

directo del hecho declarado. 

 

En suma, se encontró acreditado que la decisión de fondo emitida por la autoridad tuvo 

sustento en elementos probatorios que le llevaron a un estado de convicción o certeza 

respecto a la materialización de cada uno de los elementos que integran falta de tránsito 

imputada al impugnante, principalmente el testimonio del policial, relato que fue 

realizado bajo gravedad del juramento, so pena de la imposición de las sanciones 

existentes en caso de faltar a la verdad7  o ser tachado de falso, lo cual no ocurrió en el 

caso bajo estudio. Así, la autoridad le otorgó el valor probatorio correspondiente a la 

testimonial del policía de tránsito notificador, tal vez con un mérito diferente al esperado 

por el reclamante, pero sin que ello implique una subvaloración de la prueba, como 

quiere hacer ver el demandante, pues el hecho de que se hubiera otorgado mayor 

credibilidad a esa prueba, no es más que una especificación de las reglas de la sana 

crítica aplicadas al proceso8 si ello no fuere así, la labor del juzgador se limitaría al 

simple registro de lo que se indique en la orden de comparendo, de la cual no podría 

dudar, dejando sin sentido su actuación e impidiendo el objetivo último del proceso, que 

no es otro que el arribo a la verdad material. 

Con este estudio, la autoridad arriba a dos conclusiones: 

Primero: con la valoración de la prueba testimonial recolectada, la administración 

demostró la responsabilidad del conductor, porque además de ser recolectada y 

sometida a contradicción conforme al debido proceso, convirtiéndose en una prueba 

susceptible de valoración en la decisión de fondo, el valor de la misma era claro, en 

tanto la uniformada encontró al investigado en curso de la infracción cometida, de 

suerte que no era necesaria la práctica de alguna otra prueba. Segundo: tal medio de 
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prueba es autónomo y controvertible sólo con otros medios de prueba, no simplemente 

con las afirmaciones del investigado en su versión libre o las de su apoderado. 

 

En efecto, todo procedimiento busca la verdad real, no obstante, esta no se encuentra 

creyendo ciegamente en las afirmaciones de la defensa, pues, como ya se indicó, solo 

los medios de prueba permiten que la verdad procesal, es decir, aquella que indica los 

medios de prueba dentro de la actuación, se acerque a la verdad real, ejercicio lógico 

que realizó la autoridad en el fallo recurrido, pues con los medios de prueba que 

recaudó y la contradicción que de ellos hizo la parte impugnante, pudo dibujarse la 

realidad de los hechos investigados. Así, con independencia del relato doctrinal y 

normativo realizado por el demandante en torno a la apreciación de las pruebas, para 

el despacho es claro que en ningún momento se vio apocopada o reducida la valoración 

probatoria realizada por la autoridad, comoquiera que la autoridad de conocimiento tuvo 

en consideración las pruebas allegadas oportunamente al expediente, dentro de la 

cuales, se reitera, se echa de menos cualquier clase de elemento probatorio que fuera 

aportado por la parte impugnante y que comportara mérito suficiente para desvirtuar la 

pruebas que acreditan su responsabilidad contravencional. 

 

En conclusión, como se expuso en párrafos precedentes, en el caso presente quedó 

debidamente demostrada la comisión de la infracción D12 por parte del inculpado, al 

haberse acreditado las siguientes circunstancias: a) que el investigado es el autor de la 

conducta; b) que la conducta es típica al destinar el vehículo de marras al transporte de 

pasajeros sin estar autorizado para tal fin; c) las circunstancias de tiempo, modo, lugar 

y finalidad de la infracción, y d) relación de causalidad entre el agente y el hecho. 

Llegando entonces a la conclusión ineludible de la responsabilidad por parte del autor 

ante la infracción de las normas de tránsito y demoliendo la presunción de inocencia en 

los términos ya presentados. 

 

Al sumar todos los argumentos expuestos, se encontró que los elementos de la 

infracción consagrada en el literal D12 del artículo 131 de la Ley 769 de 2002, son 

diferentes a los señalados por la defensa; adicionalmente, elementos correctos fueron 

acreditados con la prueba testimonial recolectada, sumado a que no existen otras 

pruebas promovidas por la parte impugnante que infirieran una situación diferente; 

finalmente, la versión libre no es un elemento de prueba y su contradicción con los 

elementos de prueba no desvirtúa el valor probatorio de estos últimos. 
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Ahora bien, dentro del fallo de primera instancia se observa que la autoridad se 

pronunció sobre las alegaciones conclusivas elevadas por la defensa; sin embargo, 

pronunciarse no significa atender favorablemente, como sugiere la defensa. En ese 

sentido, el funcionario estudió y analizó si las afirmaciones del abogado estaban 

comprobadas dentro de la actuación, y como no lo estaban, es natural que su decisión 

fuera llegar a conclusiones diferentes a las del apoderado defensor, lo que en nada 

constituye un agravio a los derechos procesales del impugnante, pues tal ejercicio es 

intelectual y argumentativo, más allá de que exista algún deber de decidir de una forma 

u otra. 

 

Finalmente, no se observa que la autoridad haya afirmado que contaba con elementos 

distintos a la declaración de la policía de tránsito que elaboró el comparendo y el 

diploma que acredita su capacitación, como lo sostuvo el apelante; contrario a ello, la 

primera instancia fue enfática en sostener que las pruebas recolectadas, es decir, las 

ya descritas, fueron el soporte de su decisión, sumadas a la ausencia de elementos 

probatorios aportados por la defensa que desvirtuaran a las primeras o le permitieran 

llegar a una conclusión diferente sobre los hechos ocurridos. Asimismo, no se encontró 

alguna alusión a la figura del fallador disciplinario que resaltó la defensa, por lo que no 

hay estudio adicional que realizar al respecto. 

 

Atendido todo lo anterior, la pregunta a atender es ¿si la policía de tránsito incurrió en 

alguna irregularidad al imponer el comparendo? Este análisis debe darse desde dos 

perspectivas: en primer lugar, es necesario cuestionarse si, tal como lo sugirió la 

defensa, existe un diligenciamiento erróneo de la orden de comparendo y si existiendo 

aquel, fue de tal magnitud que vulneró el debido proceso del conductor, segundo, será 

del caso preguntarse si la servidora de policía no podía obtener la convicción de la 

infracción de tránsito a partir de las manifestaciones del pasajero del vehículo. Hecho 

esto, deberá cuestionarse si tal funcionaria vulneró en forma alguna el derecho de no 

autoincriminación, al haber supuestamente hostigado a la pasajera para que 

incriminara al conductor, o a este último para que se inculpara de la infracción. 

 

Como primera medida, la orden de comparendo constituye el inicio de la actuación 

contravencional y, por definición legal, corresponde a la orden formal de 

comparecencia para que el ciudadano se acerque a la autoridad y defina su situación 
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jurídica respecto de la presunta infracción que apreció el policía de tránsito, por ello, 

es deber de la autoridad operativa, verbigracia el Manual de Infracciones adoptado en 

la Resolución 3027 de 2010 del Ministerio de Transporte, comparecer ante la autoridad 

administrativa para ratificar o aclarar las circunstancias temporales, espaciales y 

modales de la infracción que observa, sumado a lo anterior, ese mismo manual indica 

cuál es el actuar al que deben ceñirse las autoridades en vía para notificar ordenes de 

comparendo a los conductores que incurran en las infracciones a las normas de 

tránsito, entre las cuales se encuentra la obligación del agente de tránsito de diligenciar 

el comparendo de acuerdo a la realidad de los hechos acaecidos con el propósito de 

que la autoridad competente tenga certeza de ellos. Es por ello que, el papel del 

comparendo es, inicialmente, notificar al conductor de la comisión de una supuesta 

infracción de tránsito para que se presente ante la autoridad administrativa y discuta 

su responsabilidad y, por otro lado, informar a la autoridad de tránsito correspondiente 

los hechos que presuntamente constituyen una infracción a las normas de tránsito. 

 

Ahora bien, los reparos de la defensa versaron sobre un supuesto diligenciamiento 

incompleto de la orden de comparendo, sin embargo, aunque la defensa adujo esas 

omisiones o errores en el diligenciamiento de la orden de comparendo como un 

fundamento del recurso de apelación, dejó de lado que la orden de comparendo es, 

como se ha dicho, apenas la orden de comparecer ante la autoridad para discutir la 

existencia de responsabilidad contravencional o no, tal como lo ha hecho el 

peticionario, y no significa automáticamente la declaratoria de responsabilidad. 

 

A pesar de que la defensa adujo omisiones o errores en el diligenciamiento del 

comparendo como fundamento del recurso, deja de lado que el comparendo es, como 

se ha dicho, apenas la orden de comparecer ante la autoridad para discutir la existencia 

o no de responsabilidad contravencional, como lo ha hecho el peticionario, lo que no 

significa la declaratoria automática de Responsabilidad y no contraria en nada ni 

implica una aplicación selectiva del reglamento; es, por lo contrario, la aplicación obvia 

cuando se aprehende la naturaleza exacta de la orden de comparecencia Por ende, 

más allá de que el formulario se llene con alguna enmendadura, es claro que tal 

omisión podría ocurrir en cualquier caso bajo el principio básico de que son personas 

quienes lo diligencian y son susceptibles de errar,  pero lo que realmente importa es 

que el formulario contenga los datos necesarios para tener certeza del lugar, la fecha 

y la conducta endilgada, así como que el ciudadano conozca la conducta de la cual se 
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le acusa, a fin de que acuda ante la autoridad administrativa para debatir lo pertinente 

en torno a su responsabilidad contravencional, como ocurrió en el caso presente, y 

que, de surgir inconformidades, tales datos pueden ser aclarados por los policiales, sin 

que con ello se vulnere el debido proceso. 

 

Aunado a lo anterior, cabe precisar que, de acuerdo con las disposiciones legales, el 

agente esta investido de autoridad en asuntos de tránsito. Por su parte, la Ley 769 de 

2002 en su artículo 20 define al agente como el funcionario investido de autoridad para, 

entre otras cosas, vigilar y controlar el cumplimiento de las normas de tránsito y 

transporte; aunado a lo anterior, es deber de la autoridad operativa verbigracia el 

Manual de Infracciones adoptado mediante Resolución 3027 de 2010 emitida por el 

Ministerio de Transporte comparecer ante la autoridad administrativa para la 

ratificación o aclaración de las circunstancias temporales, espaciales y modales de la 

infracción que observa. En ese sentido, el papel que juega el policía de tránsito es 

fundamental, pues es la autoridad en la vía pública y su virtud es regular la circulación 

vehicular y vigilar, controlar e intervenir en el cumplimiento de la legislación de tránsito 

y transporte. Ante la comisión de una infracción, su actuación se encuentra reglada en 

el artículo 135 de la Ley 769 de 2002 (CNTT). 

 

Ahora bien, las personas que ostentan la calidad de actores de tránsito, conforme el 

artículo 1 a de la Ley 769 de 2002, modificado por el artículo 1 0 de la Ley 1383 de 2010, 

son los peatones, usuarios, pasajeros, conductores, etcéterat2 y hay que tener en 

cuenta en que el investigado (conductor) y los ocupantes del vehículo (pasajeros) en 

el momento de iniciar la marcha en el vehículo de marras se constituyeron en actores 

viales que le deben respeto y obediencia a las autoridades de tránsito, de acuerdo con 

los designios de la misma norma. (Art 55 de la Ley 769 de 2002). Cabe resaltar que, 

derivado de la labor de vigilancia que tiene el policía de tránsito, de acuerdo con las 

normas antes acotadas, puede indagar sobre circunstancias propias de su función 

(cumplimiento de las normas de tránsito por parte de los actores viales en la respectiva 

jurisdicción); de no ser así, tal función sería nugatoria, en particular si se trata de 

transporte informal, que solo puede determinarse al tener contacto con los ocupantes, 

auscultando los motivos que los llevan a transportarse juntos 

 

Conforme lo expuesto, se colige que el procedimiento para la imposición de una orden 

de comparendo en vía se encuentra debidamente reglado en la normatividad de 
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tránsito y no contempla impedimento alguno para que, con miras a establecer la 

existencia de determinada infracción, los agentes de tránsito puedan tener contacto 

con el conductor y los pasajeros u ocupantes del vehículo o realizar el registro fílmico 

o fotográfico de la infracción cometida por lo que, revisados los medios de prueba que 

reposan en el plenario, se evidencia que el procedimiento adelantado por el policía de 

tránsito que notificó la orden de comparendo, el cual consistió en entrevistar a los 

ocupantes del vehículo conducido por el presunto infractor, goza de plena validez y en 

ningún caso constituye vicio alguno frente a la presente actuación, máxime cuando el 

agente mediante el procedimiento realizado deja ver su capacidad e idoneidad para 

determinar la falta cometida. 

 

Entonces, no se aprecian razones de hecho o de derecho que conlleven a descartar la 

prueba testimonial, considerando que: (i) no existe prohibición legal sobre la indagación 

que hizo el agente de tránsito sobre el conductor y los pasajeros, y que la misma 

pertenece a su función de vigilancia; (ii) tanto conductor como pasajeros tenían la 

obligación legal de atender los requerimientos del uniformado mientras no permearan 

su órbita personal y (iij) no se configura agravio a los derechos fundamentales de los 

intervinientes, llámese a la dignidad humana, intimidad o que la prueba fuera derivada 

de alguna conducta delictiva. 

  

La Ley 769 del 06 de agosto de 6652 -C.N.T.T.- "Por la cual se expide el Código 

Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones", establece en sus 

artículos 3°, 4°, 6°, 122, 124, 131, 134, 135, 136, 138, 139, 142, 147, 153, 161 y 162 

modificada por la Ley 1383 de 2010 y Decreto 019 de 2012, contiene los parámetros 

de jurisdicción, competencia, sanciones y procedimiento del trámite contravencional 

ante la Autoridad Administrativa de Supervisión del organismo de tránsito 

correspondiente por infracciones a las normas de tránsito, como manifestación del 

debido proceso del que han de gozar todos aquellos que sean objeto de la notificación 

de una orden de comparendo de conformidad con el procedimiento señalado en el 

artículo 135  de la Ley 769 de 6652, modificado por el artículo 22 de la ley 1383 de 

2010, documento considerado como informe policial y contra el cual procede la tacha 

de falsedad. 
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“Artículo 135. Procedimiento. Ante la comisión de una contravención, la 

autoridad de tránsito debe seguir el procedimiento siguiente para imponer el 

comparendo: 

Ordenará detener la marcha del vehículo y le extenderá al conductor la orden de 

comparendo en la que ordenará al infractor presentarse ante la autoridad de 

tránsito competente dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes. Al conductor 

se le entregará copia de la orden de comparendo.” 

 

Al respecto, la Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional, en sentencia de 

tutela del tres (03) de agosto de 6656[1], ha dicho que el procedimiento contravencional 

goza de cuatro etapas fundamentales: la orden de comparendo, la presentación del 

inculpado en los términos dispuestos por la ley, la audiencia de pruebas y alegatos y 

la audiencia de fallo. 

i) Orden de comparendo. 

El comparendo se encuentra definido en el artículo 2º del Código Nacional 

de Tránsito como la orden formal de citación ante la autoridad competente 

que hace un agente de transporte y tránsito al presunto contraventor. 

  

De esta forma, el comparendo se concibe como una orden formal de citación 

ante la autoridad competente, que da inicio al trámite contravencional por 

infracciones de tránsito, y cuyo objeto consiste en citar al presunto infractor 

para que acepte o niegue los hechos que dieron lugar a su requerimiento. 

  

Por otra parte, es admisible que como consecuencia del comparendo, el 

propio administrado ponga fin al proceso contravencional en su contra, 

cancelando voluntariamente la sanción que corresponda a la infracción que 

se le atribuye, con lo cual da lugar a que opere el fenómeno jurídico de la 

asunción de obligaciones por la aceptación de la imputación realizada. 

  

Por último conviene aclarar, en concordancia con lo expuesto por el Consejo 

de Estado, que: “...el comparendo no es un medio de prueba, por cuanto no 

constituye un documento idóneo para demostrar la ocurrencia de los hechos, 

ya que como lo dice la misma definición, es sencillamente una orden formal 

https://mail.google.com/mail/u/0/#m_3750386417555017049__ftn1
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de citación al presunto contraventor y es en la audiencia pública realizada 

ante la autoridad de tránsito competente, que se decretan y se practican las 

pruebas que sean conducentes para determinar la verdad de los 

hechos...”[2]. 

  

No sobra advertir que este pronunciamiento resulta aplicable, siempre que 

el presunto infractor no asuma y pague, previamente, el valor de la multa 

correspondiente. 

  

Que le corresponde a la Policía de Tránsito velar por el cumplimiento del régimen 

normativo de tránsito y transporte, por la seguridad de las personas y cosas en la vía 

pública. 

  

Que las funciones de policía de Tránsito serán de carácter preventivo, de asistencia 

técnica y humana a los usuarios de las vías y de carácter sancionatorio, (amonestación, 

multa, suspensión de la licencia, etc., etc. Art 122 CNT) para quienes infrinjan las 

normas...”   (Artículo 8 Ley 105/93.) 

  

Que nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le 

imputa, ante juez o tribunal competente y con la observancia de la plenitud de las formas 

propias de cada juicio...”   (Artículo 6 C. P., concordante: Art. 6 CPP, Constitución 

Nacional Art. 6, 26, 28, 29, 34, 91, 124, 213.) 

ARTÍCULO 147. OBLIGACIÓN DE COMPARENDO. En toda circunstancia, si el 

agente de tránsito observare la violación de las normas establecidas en este 

código 

        ii) Audiencia de presentación del inculpado. 

Cabe resaltar que la Corte al momento de proferir su pronunciamiento respecto a 

esta etapa del proceso contravencional se encontraba vigente la norma que 

otorgaba al presunto infractor la oportunidad para presentarse ante la Autoridad 

de Tránsito dentro de los tres (03) días siguientes a la imposición del comparendo. 

A partir de la reforma del artículo 205 del Decreto 019 de 2012 al artículo 136 de 

la Ley 769 de 6652 el presunto infractor goza de cinco (05) días hábiles siguientes 

a la notificación del comparendo para comparecer ante la autoridad de tránsito 

https://mail.google.com/mail/u/0/#m_3750386417555017049__ftn2
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quien en concordancia con lo dispuesto en el artículo 138[3]podrá hacerlo en 

compañía del apoderado que él designe, así mismo de contar con la presencia 

del delegado del ministerio público. 

Conforme al artículo 3, 122, 131, 134, 135, y 142 la Autoridad de Tránsito, reviste una 

función de carácter Sancionatorio, en tanto que es la llamada a dirigir la actuación 

administrativa y a tomar la decisión respecto de la responsabilidad contravencional que 

se investiga, siendo la única facultada para suscribir el acta o acto administrativo por el 

cual se impone una sanción, siendo improcedente su delegación a un particular, sin 

perjuicio de contar para su adelantamiento, con el apoyo de un Profesional del Derecho 

de la Secretaría Distrital de Movilidad conforme a la estructura y organización interna 

de la entidad. 

Que el procedimiento contravencional en tanto que goza de autonomía propia una vez 

es abierto por la Autoridad de Tránsito en asocio de un Profesional del Derecho de la 

Secretaría Distrital de Movilidad, se adelanta en audiencia pública y las decisiones que 

se adoptan son notificadas en estrados. 

        iii) Audiencia de pruebas y alegatos. 

De acuerdo con lo expresado, una vez se presenta el inculpado ante la 

autoridad competente, atendiendo la orden de comparendo impuesta, 

haciendo manifiesta su oposición a los hechos que se le imputan, se fijará 

fecha y hora para la celebración de la audiencia de pruebas y alegatos, 

decisión que debe ser debidamente notificada en estrados, para darle a 

aquella oportunidad de ejercer su derecho de defensa, participando en su 

desarrollo con sus consideraciones del caso y con la solicitud de las pruebas 

que les sirven de sustento. 

Es ésta, también, la oportunidad para que el inspector de la causa decrete 

oficiosamente la práctica de las pruebas conducentes para establecer, con 

certeza, los hechos relevantes de la litis y la configuración, o no, a partir de 

éstos, de la infracción que se investiga.  

El artículo 162 del Código Nacional de Tránsito, permite que, por compatibilidad y 

analogía normativa, para aquellas situaciones no reguladas en dicho código pueda 

hacerse uso de aplicación de aquellos ordenamientos jurídicos que así lo 

https://mail.google.com/mail/u/0/#m_3750386417555017049__ftn3
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establezcan. Por consiguiente, se tienen en cuenta los medios de prueba de que trata 

el Código General del Proceso, (Artículos 164 y s.s.) 

En materia probatoria es preciso tener en cuenta que las pruebas deben ser producidas 

con el objeto de que cumplan con la función de llevar al fallador de conocimiento, la 

convicción suficiente para que pueda decidir sobre el asunto materia de controversia, 

además del estudio de la conducencia, pertinencia y utilidad de las mismas.  

      iV) Audiencia de fallo 

 

Una vez practicadas las pruebas decretadas, el inspector de la causa deberá 

constituirse en audiencia pública para, con base en la valoración del material 

probatorio recopilado en el proceso, dictar una resolución motivada sobre la 

responsabilidad contravencional del inculpado, imponiendo las sanciones a 

que haya lugar conforme con lo dispuesto en los artículos del C.N.T.T. 

pertinentes. 

En esta etapa, el inculpado podrá interponer los recursos procedentes contra 

lo dispuesto en su contra, los cuales deberá formular y sustentar oralmente 

antes de finalizada la audiencia, así: Si se trata de una sanción de multa hasta 

de veinte (20) salarios mínimos legales diarios, procede únicamente el 

recurso de reposición, del cual conoce el inspector de la causa; si en cambio, 

se trata de una sanción de multa superior a veinte (20) salarios mínimos 

legales diarios, o de suspensión o cancelación de la licencia para conducir, 

procede de forma directa el recurso de apelación, siendo la segunda instancia 

el respectivo superior jerárquico (artículos 134 y 142 del C.N.T.T.).   

 

En cumplimiento a lo establecido en el artículo 136 de la Ley 769 de 6652, modificado 

por el artículo 24 de la ley 1383 del 16 de marzo de 2010 y el artículo 205 del Decreto 

019 de 2012 con excepción de los parágrafos 1 y 2, los cuales conservarán su vigencia; 

evacuado el acervo probatorio y no habiendo más pruebas que practicar, el despacho 

celebra audiencia efectiva respecto de la responsabilidad contravencional del presunto 

infractor, emitiendo decisión, la cual una vez notificada en estrados y resueltos los 

recursos interpuestos, queda en firme y debidamente ejecutoriada. 
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Es pertinente precisar que entre las funciones de la Autoridad de tránsito se encuentra 

la necesidad de garantizar la seguridad, la vida, la integridad y los bienes de los 

ciudadanos, de este modo la Autoridad de Transito tomó la mencionada decisión, es 

evidente que las actuaciones que se adelantan en la investigación administrativa, están 

legítimamente instituidas, respetando los principios constitucionales, ya que se ha 

respetado los procedimientos han sido llevado por la Autoridad de Transito conforme a 

las leyes establecidas para el caso en concreto.  

 

En este orden de ideas prevalece el interés público que el privado, para poder garantizar 

condiciones de seguridad y así proteger la vida, bienes, entre otros fines, valores y 

derechos constitucionales de primer orden. 

 

De manera que, el trámite contravencional adelantado por la Autoridad de Tránsito de 

la Secretaría Distrital de Movilidad se adelantó dentro de los parámetros 

constitucionales y legales que lo gobiernan, en aras de garantizar el debido proceso, 

derecho de defensa y contradicción del cual gozan los ciudadanos en cualquier 

actuación administrativa. 

 

En relación con las supuestas vulneraciones, es preciso mencionar que el Testimonio 

del agente de tránsito quien suscribió la orden de comparendo, es así que, de la 

declaración rendida por la agente de tránsito se extrae que el procedimiento realizado 

por el mismo se ajusta con la información consignada en la casilla de observaciones de 

la orden de comparendo. 

 

El Diploma de grado que certifica como técnico en seguridad vial al agente de tránsito 

el cual es emitido por la Policía Nacional Dirección Nacional de Escuelas Institución 

Universitaria, este cumple con los postulados y requerimientos exigidos a los agentes 

de tránsito para actuar en vía; demostrando con lo anterior que el policía de tránsito 

que adelantó el procedimiento era idóneo para realizar la imposición de la orden de 

comparendo de la referencia. 

 

Es preciso indicar que la idoneidad de la agente de tránsito es certificada por una 

entidad debidamente autorizada de conformidad con lo señalado en el artículo 137 de 

la Ley 30 de 1992; tal como establece el artículo 69 de la Constitución Política de 

Colombia. Así mismo, el parágrafo 2 del artículo 7 de la Ley 769 de 2002, determina 
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que la Policía Nacional reglamentará el funcionamiento de la Seccional de Formación 

y Especialización en Seguridad Vial, como instituto docente con la facultad de expedir 

Títulos de Idoneidad en esta área, de igual forma el Decreto 4222 de 2006, en su 

artículo 2 numeral 8, facultad al Director General de la Policía Nacional de Colombia, 

para expedir dentro del marco legal de su competencia, las resoluciones, manuales, 

reglamentos y demás actos administrativos necesarios para administrar la Policía 

Nacional. 

 

De este modo tenemos que una vez notificado la orden de comparendo, en virtud del 

procedimiento establecido para estos efectos en los artículos 134, 135 de la ley 769 de 

2002 modificado por el artículo 22 de la ley 1383 de 2010 y artículo 136 de la ley 769 

del 2.002, modificado por el artículo 24 la ley 1383 del 16 de marzo de 2010 reformado 

por el decreto 0019 de 2012, artículo 205, por incurrir presuntamente en lo contenido 

en la infracción D-12 así codificada por la resolución 003027 de 2010 y regulada por el 

artículo 21 literal d inciso 12 del código nacional de tránsito, consistente en "conducir 

un vehículo que sin la debida autorización, se destine a un servicio diferente de aquel 

para el cual tiene licencia de tránsito. Además, el vehículo será inmovilizado por primera 

vez, por el término de 5 días, por segunda vez por veinte días y por tercera vez cuarenta 

días", y en garantía del principio del debido proceso contenido en el artículo 29 del 

ordenamiento constitucional, el Despacho procedió a escuchar en versión libre y 

espontánea al Impugnante, quien expuso en su sentir sobre las circunstancias de modo, 

tiempo y lugar en que fue notificada la orden de comparendo. 

 

Aunado a ello se surtió cada una de las etapas procesales en las cuales tuvo plena 

intervención el impugnante, así como su apoderado, dando así cumplimiento a las 

normas contravencionales, procedimentales y constitucionales del caso en concreto.  

 

Es importante anotar que el agente de tránsito actúa en vía en su calidad de servidor 

público en ejercicio de sus funciones, por lo tanto, sus actuaciones están investidas del 

principio de legalidad y será necesario que el ciudadano que asuma que dicha 

actuación fue contraria a la legislación y deba así demostrarlo dentro de la actuación 

contravencional, ya que el agente no tiene ningún interés en imponer un comparendo 

a una persona determinada, sino que por el contrario se encuentra en vía pública para 

contribuir con el orden público, la movilidad, así como el cumplimiento estricto de la 

normatividad que regula el tránsito. 
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Es del caso indicar que para la codificación de la infracción D12, no se requiere prueba 

de su actuación en razón a los elementos que configuran la infracción pues basta con 

lo observado y la verificación de los elementos en vía, procedimiento que se expuso 

por parte del agente de tránsito ante este despacho bajo la gravedad de juramento y en 

razón a la presunción de legalidad que recae sobre sus actuaciones se cree plenamente 

en su dicho. 

 

Finalmente cabe aclarar que el Despacho brindó todas las garantías procesales al 

impugnante quien no aportó prueba alguna que controvirtiera lo plasmado en a lo orden 

de comparendo, ni lo indicado por el agente de tránsito. 

 

Así las cosas, se probó que el conductor  prestó un servicio de transporte público en su 

vehículo de servicio particular hecho este que no está autorizado en la licencia de 

tránsito del vehículo, vulnerando así la normatividad que regula la materia y en especial 

la Ley 336 de 1996 rectora del servicio público que prescribe la prestación de este 

servicio por empresas debidamente constituidas y habilitadas por la autoridad 

competente de transporte y en vehículos homologados para el servicio de que se trate. 

 

 

VI.           PETICIÓN 

Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho expuestos en el presente 

memorial, me permito solicitar muy respetuosamente al honorable despacho, que se 

denieguen las pretensiones de la parte demandante. 

 

     

    VII. ANEXOS 

 

Se remite con la presente intervención, copia de los antecedentes administrativos de la 

actuación censurada.  
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VIII.  NOTIFICACIONES 

 

Al suscrito, en la secretaría de su Despacho o en la Secretaría Distrital de Movilidad, 

ubicada en la Avenida - calle 13 No. 37 – 35, segundo piso, Dirección de 

Representación Judicial, de esta ciudad; teléfono 364 9400, ext. 6306; correo: 

judicial@movilidadbogota.gov.co. 

 

Cordialmente, 

 
EDINSON ZAMBRANO MARTÍNEZ 

Apoderado judicial de Bogotá, D. C. - Secretaría Distrital de Movilidad. 

C.C. No. 1.117.497.373 de Florencia – Caquetá 

T.P. No. 276445 del C. S. de la J.  
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